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RESUMEN COMENTADO DE LA SENTENCIA 239/2002, DE 11 DE DICIEMBRE DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL, SOBRE EL REPARTO COMPETENCIAL EN MATERIA DE AYUDAS ECONOMICAS COMPLEMENTARIAS, DE CARÁCTER EXTRAORDINARIO, A FAVOR DE LOS PENSIONISTAS POR JUBILACIÓN E INVALIDEZ, EN SUS MODALIDADES NO CONTRIBUTIVAS

1. Antecedentes


El Estado mediante dos conflictos positivos de competencia acumulados impugnó sendos Decretos de la Junta de Andalucía (D 284/1998, de 29 de diciembre y D 62/1999, de 9 de marzo) que establecían ayudas económicas complementarias de carácter extraordinario a favor de beneficiarios de pensiones de invalidez o jubilación en sus modalidades no contributivas

Las características de las ayudas eran las siguientes:

1. su carácter complementario de las pensiones de jubilación e invalidez del sistema de Seguridad Social en sus modalidades no contributivas, dicho de otra manera, los perceptores de las ayudas impugnadas eran ya beneficiarios de pensiones del sistema de la Seguridad Social;

2. su carácter extraordinario, que limitan en el tiempo el derecho a la percepción; eran ayudas de pago único.

3. la inexistencia de módulos de actualización de los auxilios, consecuencia del carácter extraordinario de la ayuda;

4. su abono se realizaba con cargo a los presupuestos autonómicos.


El Estado encuadraba estas ayudas en la materia de Seguridad Social y no en la asistencia social y  basaba su impugnación en tres argumentos fundamentalmente:

a) Vulneración de la normativa básica en materia de Seguridad Social (artículo 149.1.17 CE),más en concreto el artículo 39 de la Ley de presupuestos generales del Estado para 1999, por entender que este artículo tiene carácter de básico al establecer una prestación económica uniforme para todo el territorio nacional

b) La invasión por parte del Decreto 284/1998 de la competencia exclusiva del Estado “sobre el régimen económico de la Seguridad Social, toda vez que desde la perspectiva estatal dicho Decreto hace imposible la unidad y el funcionamiento uniforme del sistema de Seguridad Social, menoscabando la unidad y solidaridad del mismo, ya que a su juicio estas ayudas constituían una “verdadera prestación nueva dentro del sistema de la Seguridad Social” que altera la acción protectora de la Seguridad Social en términos de exhaustividad (art. 38.3 LGSS).

c) Infracción del artículo 149.1.1 CE, entendiendo que las ayudas económicas aprobadas por la Junta de Andalucía quebrantaban la condición básica que garantiza la igualdad de todos los españoles en el ejercicio del derecho a cobrar unas pensiones no contributivas idénticas en su cuantía en todo el territorio del Estado.


La Junta de Andalucía por su lado entiende que las ayudas objeto del litigio fueron establecidas en ejercicio de la competencia exclusiva que posee la Comunidad Autonómica de Andalucía en materia de “asistencia y servicios sociales” (art. 13.22 EAAnd) y rechaza que los Decretos impugnados se encuadren en la materia de “Seguridad Social”. Defiende que estos Decretos tenían como finalidad paliar situaciones de necesidad  de conformidad con  el ámbito de “asistencialidad” contenido en el artículo 41 CE, precepto de carácter neutro desde la perspectiva de la atribución de competencias (STC 206/1997, de 27 de noviembre)

2. La doctrina del TC contenida en su sentencia 239/2002, de 11 de diciembre


La sentencia comentada analiza fundamentalmente dos cuestiones:

1. El encuadramiento competencial de las ayudas andaluzas, para determinar si la CCAA ostentaba título competencial suficiente para establecerlas, es decir, en primer lugar analiza si deben encuadrarse en el título competencial 149.1.17 CE relativo a la Seguridad Social propia del Estado o si corresponden al ámbito de la asistencia social, donde la Comunidad Autónoma andaluza ostenta competencia exclusiva. (art. 13.22 EAAnd)

2. Si el Decreto 284/1998 que establece dichas ayudas afectaría a las “condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles (149.1.1 CE), por establecer unas pensiones no contributivas de invalidez y jubilación en cuantía superior a las del resto del territorio español.

2.1. Encuadramiento competencial de las ayudas: 


El TC parte de un análisis del contenido del artículo 41 CE, a fin de dilucidar en qué título competencial se han de encuadrar las ayudas sobre las que se traba el conflicto, es decir, si forman parte de la materia de Seguridad Social o de Asistencia Social. A fines expositivos podemos ya adelantar que las ayudas impugnadas las encuadró en el ámbito de la asistencia social, reconociendo por lo tanto competencia a las CCAA para su regulación. 


A continuación se procede a resumir la doctrina expuesta por el TC sobre este artículo:


Noción de la Seguridad Social:

· La Seguridad Social se configura como “una función de Estado” para atender situaciones de necesidad que pueden ir más allá de la cobertura contributiva de la que el propio sistema partía. (STC 103/1983, de 22 de noviembre, FJ 4; STC 65/1987, de 21 de mayo, FJ 7). De lo que deduce que puede incluir en su ámbito prestaciones de carácter contributivo y asistencial.

· El artículo 41 CE “establece el deber de los poderes públicos de mantener una determinada estructura protectora de los ciudadanos frente a situaciones de necesidad y marca las líneas que han de orientar el desarrollo evolutivo de aquélla” pero “no es un precepto apto para atribuir competencias ni para decantarse a favor de unos u otros centros de decisión entre cuantos integran el modelo de articulación del Estado diseñado en el Título VIII de la Constitución. Es por ello un precepto neutro, que impone los compromisos a que se han hecho referencia a los ‘poderes públicos’, sin prejuzgar  cuáles pueden ser éstos “. (STC 206/1997, de 27 de noviembre, FJ 5)

· Este artículo 41 hace un llamamiento a todos los poderes públicos para que atiendan las situaciones de necesidad, los que deberá ser realizado por los poderes públicos en el ámbito de sus respectivas competencias.

· El precepto en su último inciso prevé otras prestaciones “de carácter libre”, donde incluye el “mutualismo libre” y los planes y fondos de pensiones. Las primeras constituyen las mutualidades no integradas en la Seguridad Social, donde la sentencia recuerda que las CCAA ostentan competencia exclusiva tan sólo sobre las de previsión social, y en este ámbito la competencia de la CCAA concurren con las competencias básicas en materia de “seguros” y “ordenación de la economía” ( art. 149.1.11 y 13 CE) y no con la competencia estatal en materia de Seguridad Social. Los planes y fondos de pensiones tampoco los encuadra en el ámbito de la Seguridad Social, sino en el más específico de la “legislación mercantil” y de los “seguros” (art. 149.1.6 y 11 CE; STC ). Para el TC la existencia de este tipo de prestaciones, no caracterizables como de Seguridad Social, resulta demostrativo de que pueden coexistir con las prestaciones propias del sistema de la Seguridad Social otras que puedan estar establecidas por las CCAA en ejercicio de sus propios títulos competenciales.

La Sentencia continúa con el análisis de la noción material de “asistencia social”, que a continuación se resume:

· No está precisada en el Texto constitucional, por lo que ha de entenderse remitida a los conceptos elaborados por la legislación general.

· “De la legislación vigente se deduce la existencia de una asistencia social externa al Sistema de Seguridad Social y no integrada en él, que puede ser asumida por las CCAA, al amparo de los dispuesto en el artículo 148.1.20 CE.

· Noción: Esta asistencia social aparece como un mecanismo protector de situaciones de necesidad específicas, sentidas por grupos de población a los que no alcanza aquel sistema y que opera mediante técnicas distintas de las propias de la Seguridad Social. En el momento actual es característica de la asistencia social su sostenimiento al margen de toda obligación contributiva o previa colaboración económica de los destinatarios o beneficiarios (STC 76/1986, de 5 de junio, FJ 7)


Interpretación del Art. 41 CE desde el punto de vista de la distribución competencial: 

· El TC concluye que actualmente existe una asistencia social “interna” al sistema de Seguridad Social y otra “externa” de competencia exclusiva de las CCAA

· El TC establece “el criterio de que no resulta determinante para el deslinde competencial que pretendemos el hecho de que los beneficiarios de las ayudas estén incluidos en el ámbito protector de la Seguridad Social…Nada impediría desde la perspectiva de la legitimidad constitucional que las CCAA con competencia en materia de ‘asistencia social’ otorgasen ayudas de esta naturaleza a colectivos de personas que, aun percibiendo prestaciones asistenciales del sistema de Seguridad Social, se encontraran en situación de necesidad. Esta facultad la encuadra entre las exigencias del Estado social de derecho (art. 1 CE)

· Sin embargo establece dos límites: 

a), exige que la CCAA aprecie una situación real de necesidad en la población beneficiaria de las ayudas asistenciales de la Seguridad Social y, además, 


b) que la actividad prestacional no interfiera ni en el régimen jurídico básico de la Seguridad Social, ni en la de su régimen económico (art. 149.1.17 CE)

La Sentencia a continuación procede a analizar si los Decretos impugnados han infringido dichos límites y sobre todo el segundo de ellos. En el segundo de los límites, a su vez, se pueden diferenciar dos cuestiones diferentes: en primer lugar si las ayudas andaluzas interfieren en el régimen básico de la Seguridad Social y para ello caracteriza las ayudas impugnadas de la siguiente manera:

a) Son de carácter complementario de las pensiones de jubilación e invalidez del sistema de Seguridad Social en sus modalidades no contributivas, dicho de otra manera, los perceptores de las ayudas impugnadas eran ya beneficiarios de pensiones del sistema de la Seguridad Social. 

b) su carácter extraordinario, que limitan en el tiempo el derecho a la percepción; eran ayudas de pago único.

c) la inexistencia de módulos de actualización de los auxilios, consecuencia del carácter extraordinario de la ayuda;

d) su abono se realizaba con cargo a los presupuestos autonómicos.


La sentencia realiza un análisis comparativo de las notas características de las ayudas y los caracteres de régimen básico de la Seguridad Social y de ello concluye que dichas ayudas no perturban o interfieren el régimen jurídico básico de la Seguridad Social, toda vez que lo conceptúa de la siguiente manera:

· Las pensiones no contributivas de invalidez y jubilación del régimen de la Seguridad Social se generan por la materialización de la contingencia protegida y tras su reconocimiento, mientras subsista la contingencia el derecho a percibirlas subsiste. (art. 3,144 y 167 LGSS). Estas prestaciones son de pago mensual (art. 42 LGSS).Y el Estado resulta garante de las mismas (art. 2 LGSS)

Análisis comparativo: Las ayudas impugnadas sin embargo tienen carácter extraordinario, toda vez que su vigencia queda limitada al ejercicio 1999; tampoco generan obligación de su prolongación en el tiempo, dado que se trata de unas ayudas de pago único.

· Las diferentes prestaciones de la materia “Seguridad Social” presentan una tendencia de unidad y estabilidad en el tiempo y en el conjunto del territorio nacional

Análisis comparativo: “Las prestaciones que las CCAA puedan otorgar en materia de asistencia social no exigen ser caracterizadas por su integración en un sistema unitario y permanente ni en el tiempo ni en el espacio, pues la exclusividad de esta competencia permite a las CCAA optar por configuraciones diferentes en sus territorios respectivos.”

· Las pensiones no contributivas del sistema de la Seguridad Social han de ser objeto de actualización anual (art. 52 LGSS), teniendo dicha actualización carácter acumulativo.

Análisis comparativo: Esta nota también resulta ajena a las ayudas andaluzas, como consecuencia de su carácter extraordinario y exclusivamente puntual o esporádico. Frente al carácter estable de la protección del régimen de la Seguridad Social, la nota de la permanencia resulta ajena a las ayudas controvertidas.

Y en segundo lugar, si las ayudas interfieren en el régimen económico de la Seguridad Social, y concluye que las prestaciones económicas instrumentadas por la Junta de Andalucía con sus propios recursos no interfieren ni quebrantan el régimen económico unitario de la Seguridad Social, ya que de su régimen jurídico se deduce con claridad que no generan obligación económica o carga alguna que deba soportar el Estado.

Para llegar a dicha conclusión analiza previamente los conceptos de “caja única” y “el principio de unidad presupuestaria de la Seguridad Social” y el “principio de autonomía financiera de las CCAA”
· “caja única”:la mención separada en el texto constitucional del ‘régimen económico’ como función exclusiva del Estado trataba de garantizar la unidad del sistema de la Seguridad Social y no sólo la unidad de su regulación jurídica, impidiendo diversas políticas territoriales de Seguridad Social en cada una de las CCAA (STC 124/1989, de 7 de julio, FJ 3)
·  principio de unidad presupuestaria de la Seguridad Social: significa la unidad de titularidad y por lo mismo la titularidad estatal de todos los fondos de la Seguridad Social, puesto que si faltara un único titular de los recursos financieros del sistema público de aseguramiento social, tanto para operaciones presupuestarias como extrapresupuestarias, no podría preservarse la vigencia efectiva de los principios de caja única y de solidaridad financiera, ni consecuentemente la unidad del sistema.
· Principio de autonomía financiera de la CCAA: El poder para elegir sus objetivos políticos, administrativos, sociales y económicos (STC 13/1992, de 6 de febrero, FJ 7), lo que les permite ejercer sin condicionamiento indebidos y en toda su extensión las competencias propias, en especial las que figuran como exclusivas (STC 201/1998, de 14 de octubre, FJ 4), pues dicha autonomía financiera no entraña solo la libertad de sus órganos de gobierno en cuanto a la fijación del destino y orientación del gasto público, sino también para la cuantificación y distribución del mismo dentro del marco de sus competencias (STC 127/1999, de 1 de julio, FJ 8)
2.2 Infracción de las “condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles (149.1.1 CE)

El tribunal trae a colación la doctrina establecida respecto a estas condiciones básicas para concluir que como las ayudas andaluzas no pueden ser encuadras en el ámbito de la Seguridad Social, es decir, no se trata de prestaciones de la seguridad social, no pueden vulnerar la igualdad de las mismas.

Doctrina sobre el alcance del art. 149.1.1 CE: sólo presta cobertura a aquellas condiciones que guarden una estrecha relación, directa e inmediata, con los derechos que la Constitución reconoce. De lo contrario…quedaría desbordado el ámbito y sentido del art. 149.1.1 CE, que no puede operar como una especie de título horizontal, capaz de introducirse en cualquier materia o sector del ordenamiento”. Sobre este presupuesto, el artículo 149.1.1 CE permite al Estado una regulación, aunque limitada a las condiciones básicas que garanticen la igualdad, que no el diseño completo y acabado de su régimen jurídico, lo que conlleva que dicho título competencial no debe ser entendido como una prohibición de divergencia autonómica (STC 61/1997, de 20 de marzo, FJ 7 b)

3. VOTOS PARTICULARES:

3.1 Voto particular de D. Vicente Conde Martín de Hijas:

Parte de una concepción de Seguridad Social postconstitucional distinta a la de la Sentencia comentada y no comparte el carácter innovador del artículo 41 CE que le reconoce la sentencia. El magistrado entiende que la Seguridad Social tuvo desde sus inicios un carácter dinámico, en el sentido de que ha ido ampliando su nivel de cobertura, hasta incluir las prestaciones asistenciales en función de la capacidad presupuestaria que el Estado ha ido teniendo.

Entiende así que la Seguridad Social fue concebida desde el principio como un instrumento de solidaridad nacional de carácter dinámico y como una función del Estado desde sus inicios, y no como señala la Sentencia a partir de la proclamación del artículo 41 CE. Desde su parecer, el artículo 41 CE lo único que hizo fue establecer dicha función como imperativo constitucional, elevando de rango lo que la legislación ordinaria tenía previamente establecido.


No comparte la distinción entre las prestaciones de Seguridad Social y las de asistencia social en razón del carácter contributivo de las primeras y la inexistencia de ese carácter en las segunda, porque según su parecer ello conllevaría la inconstitucionalidad de las prestaciones no contributivas del Sistema de la Seguridad Social. De esta manera discrepa con la afirmación de que exista una asistencia social ‘interna’ al sistema de Seguridad Social y otra ‘externa’.

Entiende, por otro lado, que el carácter subjetivo de las prestaciones de la Seguridad Social sirve para delimitar la competencia de la asistencia social de las CCAA. De esta manera, a su juicio, en la medida en que el Estado amplia su nivel de cobertura en las prestaciones asistenciales, se reduciría correlativamente la competencia exclusiva de las CCAA en materia de asistencia social.


Esta última idea le lleva a plantear una cuestión más general: “la de si pueden coincidir sobre una misma materia dos distintos títulos competenciales de idéntico sentido jurídico.” En este sentido entiende que la sentencia comentada innova la doctrina existente hasta la fecha, toda vez, hasta esta sentencia “la jurisprudencia en general no había admitido tal posibilidad, sino que en los casos de concurrencia, confluencia o entrecruce de títulos” se admitía tal en dos casos: cuando “cada uno de los títulos estaba orientado a un distinto objetivo jurídico”; o cuando “se producía una distribución vertical de las distintas competencias (normativa básica-normativa de desarrollo, ejecución, etc)”. No en otro caso.

El magistrado entiende que la sentencia proclama una “franja común” para la Seguridad Social y para la asistencia social, “pues la ‘franja’ que ocupa la Seguridad Social (entendido lo de la ‘franja’ como el espacio ocupado por las prestaciones de la Seguridad Social)”  es ocupada “de modo simultáneo por la asistencia social en una función, no complementaria, sino suplementaria de una misma necesidad social ya cubierta por la Seguridad Social”. El voto particular muestra su desacuerdo con este planteamiento y continúa su argumentación diciendo que el principio de suficiencia del artículo 41 CE no debe permitir a las CCAA ejercer unas competencias de similar sentido asistencial en un ámbito ya ocupado por la Seguridad Social.

El magistrado critica que la Junta de Andalucía con los decretos litigiosos lo que ha pretendido es actualizar, dentro de su ámbito territorial y a costa de sus presupuestos, la cuantía de las pensiones no contributivas de jubilación e invalidez, por no parecerle suficiente la actualización que el Estado realizó de las mismas mediante la Ley de Presupuestos del Estado de 1999. Entiende, por lo tanto, que la Junta de Andalucía ha invadido el ámbito de la competencia exclusiva sobre la Seguridad Social del Estado, toda vez que la finalidad del los decretos no era otra sino proceder a revalorizar dichas pensiones, cuando tal función corresponde al Estado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 52 LGSS. 


El principio de autonomía financiera de las CCAA, a su juicio, no les permite invadir ámbitos competenciales ajenos. Resume la idea de esta manera: “Esa financiación no creo que pueda servir de excusa, pues la invasión competencial se produce por la actuación normativa misma, al margen de su financiación. La disponibilidad de unos determinados fondos por un poder público no puede permitirle entrar en ámbitos reservados a otros, aunque tal invasión no suponga coste añadido al poder público, cuyo ámbito resulta invadido”.

Por último, dedica su atención a “determinar cuál sea el alcance de lo básico en materia de Seguridad Social”. Considera que la regulación de las prestaciones, y en especial las prestaciones no contributivas tienen carácter de básico. Las razones que esgrimen son que que la Seguridad un ‘instrumento de solidaridad nacional y de tarea nacional’ y que la “consideración conjunta de las situaciones y contingencias susceptibles de protección tienen carácter estructural en el sistema”.

 3.2 Voto particular de D. Roberto García-Calvo y Montiel:

Muestra su desacuerdo respecto a la no inclusión de las ayudas de los Decretos de la Junta de Andalucía en el sistema de la Seguridad Social. Mantiene que la decisión de la Sentencia implica “alterar la estructura básica de los principios de la Seguridad Social y, consecuentemente, el sistema de distribución de competencias. A su juicio la doctrina que establece la sentencia supone “quebrar la doctrina del Tribunal en la materia”.
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